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. '6 de la instancia 
III.3. La habilltac1 n ' rnite propio y espec'fi . ye un tra . . 1 1c0 

. . -· a const11U ll s desconocid 
La habiJitación de Ja mstan~'• . ., t ·vas y, por e .o, e o en el 

. dn11n1str d , 
de las causas contencioso ª d' • lest'-. . . · 1c1a · 
ámbito de los otros proce~os JU . 

. . 1as que inicien un proceso judi-
·1 'l Las pe1s01 . . d b 

¿En qué consiste este trámt e. • so administrativo- e en curnplir 
ciaJ contra el Estado - proceso ~0!1t_e~c1~ Por su parte, el juez debe verifica; 
con ciertas condiciones de admisibih ª · 

d 23 
si se cumplieron estos recau os · . 

1 particular debe cumphr y el jue7, 
Pero, ¿cuáles son los recaudos qdu~ ~ nan el acceso judicial, según el ré-

t que con 1c10 d . . . controlar? Los presupues os . nto de la vías a m1mstrat1vas Por 
gimen jurídico vigente, son (1) el agot~1?

1
~ dicial dentro de un plazo peren­

un lado, y (2) la interposición de la accwn JU 
torio por el otro24. 

. . · a el legislador también exige el 
En ciertos casos y en mate~I~ ~nbutan ~ción ·udicial. Sin embargo cree­

pago previo como condición de m_icIO de laª h Jy garantías constitucion _ 
mos que este privilegio es contrano a los derec os a 
les, y con mayor claridad luego de la reforma de 1994

· 

P l I 
, • · de habilitación de las vías judiciales consis-

or o tanto, e tramite prev10 , 1 rf l · 
te en el cumplimiento y control de esos dos aspectos. ~s~, e P~ icu ar mt~re-
sado debe: a) interponer los recursos o reclamos ad~1?~strativos ~~s~ect~v~s 
ante el ejecutivo y hacerlo en término y, luego, b) m_iciar la accion Jud1c1al 
dentro del plazo legal conocido como plazo de caducidad. 

¿Cuál es la consecuencia en caso de incumplimiento de cualquiera de 
estos recaudos? La ley entiende que las conductas estatales que no fueron 
recurridas en sede administrativa y judicial en los términos legales o regla­
mentarios están firmes y consentidas y, consecuentemente, ya no es posible 
impugnarlas. 

Más claro aún: si el particular no agotó las vías administrativas de modo 
correcto yen el plazo debido entonces no es posible recurrir judicialmente. El 
juez sólo debe intervenir y dar curso al proceso si el particular cumplió con 
esos presupuestos. Es decir, las personas interesadas deben cumplir con am­
bos recaudos -el agotamiento de las vías y el plazo de caducidad- y no es 
posible saltearse ninguno de ellos. 

Ente~dem,os que es importante expresar y repetir este concepto con clari­
dad -mas alla de creerlo mconstitucional-. ¿Qué ocurre si el particular no 

22 
Otros de los aspectos de distinción con el proceso civil son los plazos para contestar 

dem~nda y oponer excepciones como luego veremos. 

p. IBB. RETTMAN FARAH, MAruo, Impugnación judicial de la actividad administrativa, La Ley, 2000, 

24 En particular, es necesario dis · · 1 . . 
de admisibilidad de la . , d 

1 1 
tin~ ~ plazo de caducidad, previsto como presupuesto 

amon, e P azo genenco de prescripción según la acción de que se trate. 
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tlso el recurso a mm1strativo en t , . 
rerP · d' · ermmoi •Q é 

íJ1 'J1¡ció el proceso J~ 1c1al en el plazo legal? S.' l u sucede si el interesado 

¡10 1 posible recurnrlo. · Implemente el acto es t✓• fi 
JlO es 

a irme 

y 

S·n embargo existen excepciones A , , 
I . . SI, segun el m . , 

ndo no es necesano agotar las vías administr . arco Jundico vigente, 

cºª·udicialmente dentro del estrecho ma ativas O no es preciso impug­

nar }ones. En tales casos debe tenerse porhrcob!l~mdpora~ de la caducidad de las 

acct a I Ita alamst · · d' . 
go volveremos sobre estos extremos. anc1a JU 1c1aJ. Lue-

Veamos primero, ¿cuál es el procedimiento para 1 . 

cUJDPlimiento de esos recaudos? ª comprobación del 

Es conveniente advertir que el punto más controvert'd d , . 
_ . . 1 o e este tramite 

fue durante muchos anos ~1 e! Juez podía o no controlar de oficio -sin pedi-

mento de parte- el cumplimiento de los recaudos preliminares de admisión 

y avance del proceso. Est: asunto no era un aspecto menor ya que muchas 

veces el Estado por su actitud procesal negligente no planteaba en el marco 

de sus defensas el incumplimiento de los recaudos procesales a cargo del 

particular recurrente y, consecuentemente, el juicio proseguía y el Estado era 

condenado. Sin embargo, en ciertos casos si el fiscal podía plantear el debate 

sobre esos presupuestos o el juez introducirlos por sí mismo -y no sólo por 

pedido de parte-, el proceso debía ser rechazado. 

En el ordenamiento federal existía una laguna normativa porque el Códi­

go Procesal Civil y Comercial no tiene ninguna previsión respecto del trámite 

de habilitación del proceso. tCómo integrar entonces este vacío legal? Es de­

cir ¿podía el juez verificar de oficio, en el marco del proceso judicial, si la parte 

cumplió o no con los recaudos para la habilitación de la instancia? En otros 

términos, ¿podía el juez controlar por sí mismo si las partes cumplieron con 

los requisitos que surgen del Título IV de la ley 19.549, esto es, el agotamiento 

previo de las vías administrativas y la presentación de la acción dentro del 

plazo de caducidad, o -contrariamente- estas defensas sólo podían ser 

opuestas por el Estado?25• 

Obviamente se plantearon dos posiciones. Por un lado, el criterio que 

ace~~ó el control judicial de oficio y se apoyó en el ~r?~mento de .~ue la 

habilitación de la instancia es un presupuesto de a~mlSl~n de la acc1on, de 

m?do que el juez debe necesariamente revisarla. As1, el tnbu~al debe deter­

mmar por sí mismo si la demanda es admisible y, en caso negativo, rechazarla 

---25 A nivel nacional 1 1 19 549 t blece en su título IV que para acceder a la vía judicial 

result ' a ey . es a . . . l . , 

fi 
a necesario agotar • t las instancias admm1strat1vas por reso uc1on expresa o 

eta d I preVIamen e d I d . . . d al 

e os recursos O re I rr· entes (impugnación e os actos a mm1strat1vos e -

canee c amos pe m . 1 . , d b . 

e Particular -arti'culo 23 al artI'culo 24-). Asimismo, a acc1on e e mterponerse 

n un 1 
- y gener - . , . 

(arucufo azo de caducidad de 90 0 30 días, según se trate de ~na acc10n º, recurso duecto 

cambio e 25). Cuando se trate de omisiones estatales, el ag~t~m1e~to de la_ VIa s~ produce ~n 

Petju· . 0 n la resolución expresa O tácita del reclamo adm1mstrat1vo preVIo (articulo 30), sm 
1cio de 1 as excepciones legales (artículo 32). 
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. . . x, . ·a corrient e de opinión sostuvo, en cambio, que la fal 
s111 má~ ~rá1,:i1te · (.,el ~tr .. consiituyc una defenséJ procesal a favor d · ~a 
de hab1htac1ó11 de la mstanc~\unlc1uier otro remedio defensivo, puede e a 

Administración y que, com ' 1 . d ser 
. .· d A ·f en este último caso, no correspon e su veri fi 

libremente re mmc m o. 5 • • ca. 
. . . 1 • -'Z sino que ta les defensas o excepciones sólo PUed 

c1ón de oficio poi e JUe u 
d 11 n en 

. d 'd .. · la parte que pretende va lerse e e as . 
ser mtTo uc1 as poi 

En síntes is, si la habilitac ió n del p roceso es un_ ~res ~pu esto de 

admisibilidad de las acciones, _e l jue~ debe controlar de of1_c1~; m1entr~s que, 

si se tra ta de un planteo defensivo, el Juez no puede constatar su cumphrn ien. 

to de oficio y, la parte, es decir el ejecutiv?, puede plantearlo o no en el rnarco 

del proceso judicial y en su caso renunciar a esa defensa. 

Ambas posturas están reflejadas, a lo largo del tiempo y en términos 

ambivalentes, en los fallos de los tribunales e incluso de la propia Cone2ª. 

Veamos brevemente cuál ha sido el camino seguido por los jueces. 

A partir de la vigencia de la Ley Nacional de Procedi1:11ie~~o Administrati­

vo en el año 1972 y durante el período inicial de su aphcac10n es difícil ras­

trear precedentes. ¿Por qué? Porque en un principio los jueces no realizaron 

un control previo de la habilitación y fue raro -incluso- que los represen­

tantes del Estado o los fiscales invocasen -entre sus excepciones previas 0 

defensas de fondo- la falta de habilitación del proceso, sin perjuicio de que el 

título IV de la ley 19.549 (Impugnación judicial de actos administrativos) intro­

dujo mayores restricciones para acceder a la instancia judicial respecto del 

régimen que preveía anteriormente la ley 3952 sobre demandas contra la Na­

ción. Vale recordar en este contexto que esta última ley sólo incluyó el reclamo 

previo ante el ejecutivo y su rechazo por parte de éste29
• Es decir, si bien el 

26 Sostienen esta postura, entre otros, GRAU, ARMANDO, Habilitación de la instancia 

contenciosoadministrativa, Ed. Platense, 1971, p. 68 y ss; MUÑOZ, GUILLERMO, El enigma 

de la habilitación de la instancia, Actualidad en Derecho Público, enero/abril 1996, p. 30 

y ss.); y COMADIRA, Juuo, El caso Gorordo: nueva jurisprudencia de la Corte Suprema en 

materia de habilitación de la instancia y revisión judicial de la denuncia de ilegitimidad, 

ED, 181-960. 
27 Ver, entre otros, REJTMAN FARAH, MARIO, Un importante giro jurisprudencia] en la revi­

sión de oficio de la llamada habilitación de instancia, La Ley, 1999-E, 185; GORDILLO, AGUSTfN, 

El incumplimiento del plazo del art. 25 no puede resolverse de oficio, La Ley, 1997-E, 549; y 

BIDART CAMPOS, GERMÁN, Rechazar de oficio la habilitación de la instancia judicial produce 

indefensión, ED, 138-317. 
28 

La falta de normativa específica confirió especial trascendencia a los fallos dictado por 

la Corte. Es verdad que el artículo 1 º de la ley 3952 disponía que "los tribunales federales y los 

jueces letrados de los territorios nacionales, conocerán de las acciones civiles que se deduzcan 

contr~ la Nación, sea en su carácter de persona jurídica o de persona de derecho público, sin 

necesidad de autorización previa legislativa; pero no podrán darles curso sin que se acredite 

hab_er producido la recla~a~ión del derecho controvertido ante el Poder Ejecutivo y su dene­

gación por ~art: de éste .. Sm embargo, entendemos que no es posible deducir de este P:e· 

cepto la obligación de los Jueces de controlar de oficio el agotamiento de la vía administrativa 

(reclamo en los términos del artículo 2º de la ley 3952). 

• 

29 
Por su parte el artículo 2 de la ley 3952 disponía que "si la resolución de la adminiSíra-

ción d~morase por más de seis meses después de iniciado el reclamo ante ella, el interesado 

r~quenrá el. pronto ~espacho, Y si transcurriesen otros tres meses sin producirse dicha resolu­

ción,_ la acción podra ser llevada directamente ante los tribunales acreditándose el transcurso 
de dichos plazos". ' 
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. oto de las VIas a mm1strat1vas ya estaba previ·st 1 
. 

taill•e 952 ~ . o en e sistema de 
3go ación de la ley 3 -€n termmos más simples y sencillo"~ 1 d 1 
:111pugn . d · d / 1 1 · v-, e mo e o 
IJ" 1 

y 19 549 mtro UJO a emas e p azo de caducidad si·gam 
de Ja e · · os avanzando. 

En 1987, la Corte dictó sentencia en el precedente "Caía Nací ·'d Ah _ 
,130 All/ 1 'd d 'J ona1 e 0 

Y seguro . I, surge con c an a que el tribunal considero/ J ' 1 
rro . . . / d 1 . 

. que a 1a ta 

de habibtac10n e a mstancia es una ~efensa procesal a favor de la Adminis-

tración y que, como ~al, ~o es susc;f tibie de verificación de oficio ya que el 

Estado puede renunciar ~1b~emente . Además, la Corte agregó otro argumen­

to, el juez no puede sustltmr a las partes porque ello es incompatible con los 

artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional y con el principio de igualdad y 

equilibrio en el marco del proceso judicial. 

Luego, en la caso "Construcciones Taddía" los jueces adhirieron al ante­

cedente antes mencionado y pusieron especial énfasis en el argumento de 

que el examen de oficio sobre el cumplimiento de los requisitos es incom­

patible con el carácter disponible de estas defensas32• Además, en este caso 

-puntualmente-, resultó relevante el criterio del tribunal con relación a la 

actuación de los fiscales, en el sentido de que su intervención no es suscepti­

ble de reemplazar el planteo de las partes33
• 

3° CSJN, "Caja Nacional de Ahorro y Seguro c/N.C.R. Argentina S.A.I.C. slrecursos de 

hecho", sent. del 15-12-87, Fallos, 310:2709. 
31 Posteriormente, en la causa "Cohen" (La Ley, 1990-C, 317), la Corte ratificó la doctrina 

comentada precedentemente. El tribunal consideró que la falta de habilitación de la instan­

cia es una defensa renunciable y que la actitud del juez de primera instancia, al haber intro­

ducido de oficio tal defensa, suplió indebidamente la actividad de las partes con grave des­

medro de la garantía de defensa, ello así porque "existía la posibilidad de que el Estado hubie­

ra optado por renunciar a oponer la citada def~nsa". En efe~t~ "si e_l, derecho de f~nd~ ~ue _se 

esgrime -estrictamente patrimonial- es renunciable la Admmistracion pudo, en eJercicio dis­

crecional de sus defensas, acudir temporáneamente -o no hacerlo en absoluto- a la caduci­

dad que consagra el artículo 25 de la ley 19.549." A su vez, agregó un nuevo argumento, al 

sostener que "no compete al Poder Judicial, la disposición en forma expr~sa o tácita de b~e~; s 

cuya gestión voluntaria corresponde a los restantes poderes; la adopción de una posic10n 

contraria puede implicar no sólo un ~en_o~cabo a los d~~echos de propieda~ y defensa en 

juicio de las partes, sino también al prmcipio de separacion de poderes, propios de nuestro 

sistema republicano de gobierno". La Corte concluyó que "la den~gación ?e_ la habilitación de 

la instancia sólo resulta admisible en aquello~ supuestos en que el mcumplumento de los requi­

sitos exigidos para la admisibilidad de _la acción sea plan~eado por la ,~emandada, dentro de los 

términos y por la vía que a tal efect? dispo~e el orden~miento formal. Mas allá de los argumen­

tos transcriptos, este fallo reviste smgular importancia por~ue en este caso fue un magistrado 

de primera instancia y no el tribun~ ?e ~zada -co1?o ocui:nó en el caso ''Caja Nacional'\ quien 

. t d . de oficio la falta de habihtac1ón de la instancia. Al no tratarse de un supuesto de 

m ro UJO . . 'ó d 
preclusión, la Corte se~t? por primera vez su ~p~1 n a ~ersa a r~conocer, aún respecto de los 

jueces de grado y en el 1m~10 del pr?ceso, la_p~s1b1hdad de mtroduc1r de oficio la falta agotamien­

to de las vías administratt~as o el mc,umphm1ento d~I plazo de caducidad de las acciones. 

32 CSJN, "C~nstruccwnes Tadd1a S.C.A. c/N~c1611 Argentina (Ministerio de Educación 

Justicia) si cobro' , sen t. del 06-_10-92, Fallos, 315:2217. Y 

33 En la causa "Serra", el tnbunal sostuvo que "cuando se opera la cad 'd· d d 1 • 
· · ¡ 1 ió . ' uc1 a e a mstan-

cia procesal admm1strat va, a cuest n queda incluida dentro de la d 

Íd al • • zona e reserva de los 

otros poderes y sustra a conoc1m1ento del órgano jurisdiccional 1 , . 

Judicial en situaciones donde se produjo la caducidad de la a 'ó .. . a actua~i?n d~l Poder 

laría el principio de la división de poderes. Es la señalada c~¡ n procesal adm1mstrat1va, vio­

cas fundamentales que diferencian la caducidad de 1 ~~ecisament~, una de las característi­

prescripción: el especial mandato de 110 intervención ~i~c~~ n c?ntencioso administrativa de la 
g1 o al Juez cuando ella se ha operado". 



75() (_ .AH I 1 1, f . I\AI II IN !.2S2 _ _______ _:.._~---------- --_, 

Finalmente. en la ca usa "( ,'orordo ''y en un fa llo div idido, la Cort e f1 

dificó la doctrimi que habfo soslcnido en los prn1111r1<.: lu1nie nt m; t lt at;;
1 

anteri.orment e y admitió la posibil idad de rcvl srH de o fi cio el c11 rnpl1t r-,¡,, l fl 

to de los recaudos de ad mis.ió11 dl' las ncrion cH co ntra el I\Hlado. l.oH )ti<:;.''. 
expresa ron --en el vo to mayoritar io- que "puru que el órga no puo<1 a ,./"' 
minar en cuanto aJ fo ndo de la pre1e~1 sión qu e a~llc é l i;c c.fou uce, t:s r1r~<:: 
so que co ncurran ciertas circunsta ncws es fablec,das po r el <fo recl1<, J) r(J / 
sa l conocidas como requisitos o pres upues tos procesales. El cxarnc•n . 1, 

estos recaudos, que condicionan la admisiblidad de la prelensMn, r;u<!~:''. 
ser efectuado no sólo a requerimiento de la dema nd ada, sino tamb¡é t 
dada su naturaleza, en una etapa preliminar en la cual e.1 ju_cz puede d(;!:1 

estimar oficiosamente la demanda (art. 337 Cód. Procesa l) sin que por el! 
se convierta en intérprete de la voluntad implícita de una de las part(!S ~~ 
se altere el equilibrio procesal entre los litigantes en desmedro de la Pan '. 
contraria"34

• Es decir, este criterio interpretativo, según el parecer del tri bu~ 
nal, no destruye el derecho de defensa y la igualdad procesal entre las parte ~-

Así, el tribunal entendió que los recaudos para habilitar la instancia jud¡. 
cial en los procesos contencioso administrativos no son simples defensas 
procesales a favor de la Administración sino condiciones de admisión del 
proceso -es decir, presupuestos procesales que condicionan el curso de las 
demandas- y, consecuentemente, el Estado no puede renunciarlos. 

En este contexto, corresponde que los jueces controlen de oficio el curn. 
plimiento de estos recaudos, igual que el resto de los presupuestos procesa­
les de admisión previstos por los artículos 330 y otros del Código Procesal 
Civil y Comercial. En caso de no encontrarse habilitada la instancia por in­
cumplimiento de esos presupuestos, sólo procede el rechazo in limine de Ias 
acciones. 

Más allá de estas idas y vueltas judiciales, el régimen cambió con la san­
ción de la ley 25.344 -del año 2000- sobre el estado de emergencia econó­
mico y financiero del Estado Nacional que -en el marco del capítulo sobre 
"los juicios contra el Estado nacional" - estableció con detalle las reglas que 
deben cumplirse. 

El texto de la ley 25.344-que modificó parcialmente la ley 19.549 (LPA)­
exige claramente que los jueces controlen de oficio si, en el marco del proce­
so judicial, las partes cumplieron con los presupuestos de habilitación. A su 
vez, la ley fijó el trámite que debe seguir el juez35• 

Veamos entonces puntualmente cómo es el trámite: 

l. el juez debe remitir copia de la demanda y la prueba documental que 
se hubiere acompañado -por oficio-, a la Procuración del Tesoro; 

-----
34 CSJN, "Gorordo Aliaría de Krajl, Haydée e/ministerio de Cultura y Educación", sent. del 

04-02-99, La Ley, 1999-D, 714. 
35 B.O. del 21/11/00. 



, 

-
__ E 1_. _P_RC_)c_, E_: s_o_C_\_)N_·~rE:.:..· N:,.::c~,<~)s~o~~' 

DM/N/ .\ 1 RA I IVt > - - 757 

el juez debe, luego, correr vista al fi scal . 

2· competencia del tribunal y la proced __ Para que se expida sobre /a 
· encia de la acción· 

1 

3. Juego de conbtestada la vista por el fiscal - dictamen 1 . d 

expedirse so re su competencia y si 1 . (, - , e .1uez ehc 

habilitada; · ª 111stancia judicia l es tá o no 

4. si el juez cree que es competente pero no s . 1. 

d I b T · ' e cump 1eron los presu-

P_~estos e la I 1tac16n de la instancia judicial, debe rechaza r la ;c-
c10n; 

s. por el contrario, si el juez entiende que el proceso es tá d . b'd . 

h bT d 
e I amen 

te .ª 1 it: o, entonces debe correr traslado al Estado - poder eje-

cutivo- por el plazo de treinta días o el mayor que corresponda, 

para que se opongan todas las defensas y excepciones dentro del 

plazo para contestar la demanda". · 

La Corte se expidió sobre la constitucionalidad de este trámite en los 

autos "Cohen Arazi" cuyo objeto de debate fue "determinar si, tal como resol ­

vió la Cámara, el deber de comunicar a la Procuración del Tesoro de la Nación 

la promoción de un juicio contra el Estado, en los términos del artículo 8 de la 

ley 25.344 y 12, anexo III, del decreto 1116/2000 que aprueba la reglamenta­

ción de aquélla, resultan violatorios de principios constitucionales (defensa 

en juicio e igualdad, entre otros) o si, por el contrario, esa obligación sólo 

importa una prerrogativa más de la Administración, propia del régimen de 

derecho administrativo". Vale recordar que el decreto 1116/2000 dispone que 

la remisión de las piezas procesales a la Procuración es "al solo efecto de su 

conocimiento" y que "no se correrá traslado de la demanda hasta que conste 

en autos en forma fehaciente el diligenciamiento del oficio requerido". El 

tribunal declaró su constitucionalidad básicamente porque el hecho de que 

"el Estado tenga más tiempo que antes de la sanción de la ley 25.344 para 

organizar sus defensas ( o, como dice la parte actora: permitir al Procurador 

estudiar mejor el caso, dar instrucciones sobre las defensas que deben 

articularse 0 , incluso patrocinar el juicio él mismo), en nada compromete 

la efectiva tutela de los derechos a la igualdad ante la ley y de defensa en 

juicio que invoca el actor como sustento de su planteo de inconstituciona-

lidad"36. 

36 CSJN, "Cohen Arazi, Eduardo el PEN Jefatura de Gabinete si empleo público", sent. del 

11 de diciembre de 2007. ''Además, nada en la argumentación de la actora o del tribunal a quo 

demuestra que, aún si la consecuencia de la ley fuese dar más tiempo al gobierno para prepa­

rar su defensa, ello implique conceder una ventaja injusta al gobierno sobre su contraparte. 

No se ha alegado que la comunicación a la Procuración del Tesoro ocasione una dilación 0 

demora excesiva del proceso. 1~m~oco que la notifica_ción anticipada lo irrogue, en principio, 

un gasto de tal magnitud que 1mp1da O torne demasiado oneroso su acceso a la justicia. En 

otras palabras, no se comprende cuál sería el perjuicio que Je provoca al demandante comu­

nicar al Estado que ha iniciado un juicio en su contra y acompañar Ja prueba documental 

ant~s. de. que se corra tra~la_do _d~ 1~, demanda y mientras se sustancia el procedimiento d~ 

hab1lttac1ón de la instancia JUd1c1al. 
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d ues tro análisis que - segun el Códig 

Cabe aclarar en este estado 1 e II p '1ra comparecer y contestar dernanº 
. 1 el p azo e • J d • 

Procesal Civil y Comerc.1a - . 1 Es t·ido Nacwna , es e sesenta días y 

· dac.h es e " e d · d , a 

da cuando la parte denwn ' · . ~· (Jn es previas era e veinte fas37 p 

' . Jas excepct J 1 · or 

su vez el plazo para opone, (. d .. , os- -,gregó que e p .azo para ºPon 
' ya 111m u (. 

. er 

su parte, la ley 25 . .144_- co_n:c: de "de treint a días o eJ mayor que correspon. 

las defensas y excepciones es 

da ''. 
. T ar ambos plazos? Es decir, más PUntuaJ 

¿Cómo debemos compat1b1 izara contestar el traslado de la demanda e~ 

mente cabe preguntar~e ¿el ~laz? ~s el lazo para que el Estado oponga la . 

de treinta o sesenta d1as?, Y ¿cuál p te dictólaAcordada34/2000co s 

excepciones del caso? La Corte, ~or ~:. par P~r nuestro lado, creemos que~-el 

obieto de aclarar este entuerto JUfl ico. . . 1 · as 

J • n relativamente s1mp es. 

respuestas ante estos mterrogantes so 

, ,. . 1 g.ar, el plazo en el marco del proceso contencioso 

veamos, en pnmer u ' l do de la <lema d 

administrativo para que el Estado conteste el tras ª, . n a es de 

d, h 'bºl · d. ·ales tal como surge del Cod1go Procesal. Este pre 

sesenta 1as a 1 es JU 1c1 , 
-

cepto no fue modificado y sigue en pie. En segund~ lu?ar, el p1~ 0 de treinta 

días que incorporó la ley 25.344 es, según nuest~o cnteno, e~ termmo procesal 

para oponer las defensas y excepciones preVIas de que mtente valerse el 

Estado. ¿Por qué? Porque el texto del artículo 9 de la ley 25.344 es claro ya que, 

por un lado, el plazo de treinta días está relacionado con "las defensas y 

excepciones" y no con las defensas de fondo y, por el otro, ese plazo está 

enmarcado según el texto literal de la ley "dentro del plazo para contestar la 

demanda" o sea que el término de treinta días no es el plazo para contestar el 

traslado de la demanda sino simplemente el término para oponer las excep­

ciones previas y contado dentro de aquél plazo. 

De modo que -en síntesis y según nuestro criterio- los plazos para 

oponer excepciones y contestar demanda son distintos. Así, el plazo de que 

dispone el Estado para contestar demanda es de sesenta días hábiles judicia­

les, y el plazo para oponer las excepciones previas es de treinta días hábiles 

judiciales dentro de ese plazo de sesenta días. 

Sin e~bar~o: ~ás ~del~nte, la ley de reforma del Código Procesal Civil 

Y Comercial umf1co el termmo para oponer excepciones y contestar deman­

da3ª. 

Entonces · qué régi d b • 
, ~ men e emos aplicar en relación con el plazo para 

oponerdex
1
cepcwnes: 1~ ley ~5.344 o el Código Procesal? Creemos que en el 

marco e os procesos Judiciales co t . d 

la ley especial, es decir la le 
2 

n encioso a ministrativo~ debe a~licarse 

Y 5.344. De modo que el cuadro sigue en pie, esto 

37 
Artículos 338, 346 y 358 CPCC 

• 38 El artículo 346 del Códi o Pr~ce . 

noVIembre del 2001 dispone qu! "l sal -?1odificado por la ley 25.488 publicada el 22 de 

se opondrán únicamente como de as e~cepc10nes que se mencionan en el artículo siguiente 

tamente con la contestación de de preVIdo Y especial pronunciamiento en un solo escrito jun-

man a o la reconvención". 
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Y sesenta días para oponer excepciones y con test d 

t1ei11t8 
ar emanda, res-

es, . aJilente. 
ecui 

p b señalar que otros operadores entienden que el Cód. d , 

ca e d' . 1go erogo el 

o de treinta ia~ para oponer ex~epc10nes y, consecuentemente, el Estado 

plaZ 1 plazo comun de sesenta d1as para oponer exce . 

tiene e da39. Este es el criterio mayoritario. pcwnes y contestar 

deman 

iQué ocurre e~ aquellos casos en que no es necesario habilitar la instan­

·a judicial, es decir cuando no es necesario agotar las vías administrativas o 

~~ su caso, interponer la acción judicial en el plazo de caducidad? ' 

La ley 2_5;344 dice que e~ ,tales casos "se cursará de igual forma y manera 

la notificac10n a la Procurac10n del Tesoro de la Nación con una anticipación 

no menor de treinta días hábiles judiciales al traslado de la demanda que se 

curse al organismo pertinente". 

El esquema de la ley es, según nuestro parecer, el siguiente: 

a) el juez debe analizar si corresponde o no habilitar la instancia judicial. 

Si fuese necesario hacerlo, debe primero comunicar a la Procuración 

del Tesoro, dar vista al fiscal y luego resolver si el proceso debe o no 

continuar -es decir, ordenar o no el traslado de la demanda-, y 

b) si no fuese necesario habilitar la instancia judicial, el juez debe comu­

nicar a la Procuración y sólo luego de transcurridos treinta días hábi­

les desde aquella notificación, ordenar el traslado de la demanda. 

En ambas hipótesis, es obvio que el Estado, además del plazo de sesenta 

días que prevé el Código para contestar el escrito de demanda, tiene un plazo 

mayor para el estudio del caso desde el momento en que se produce la comu­

nicación de la demanda -y de la prueba documental acompañada- a la 

Procuración del Tesoro. 

Aclaremos que, en primer lugar, el juez pone en conocimiento el escrito 

de demanda ante la Procuración del Tesoro y, luego, ordena la notificación de 

la demanda ante el organismo competente y sólo a partir de allí comienza a 

correr el plazo para oponer las excepciones y contestar la demanda. Así, en el 

caso que no fuese necesario habilitar la instancia judicial, los abogados del 

Estado, es decir la Procuración del Tesoro, conoce el proceso al menos treinta 

días hábiles judiciales antes del acto de la notificación de la demanda y, en 

caso que fuese necesario habilitar las vías judiciales, entonces la Procuración 

conoce el proceso antes de la notificación de la demanda pero, ¿cuánto tiem-

39 GAR~IA PULLES, FERNANDO, Tratado de Jo Contencioso Administrativo tomo II 

Hammurab1, 2004, p. 651. La Corte en el caso "Víctor Cont-.. e, .. ,,5 el p, .. 0 vi· • d e' ' 

,, d 
ui '.. , , nc1a e atamarca 

si cobro de pesos , sent. el 16 de noviembre del 2004 sostuvo que s , 1 
, 1 

344 l E t d d b 
, , egun e art1cu o 9 de 

la ley 25. , e s a o e e oponer las defensas y exce · d 

tar demanda (Acordada CSJN 34¡2000). pciones entro del plazo para contes-
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, 1
de la vista al fi scal y la resolución judic , 

po antes? El tiempo que demar , fos cJe habilitación del proceso. 1ctl 

sobre el cun1plimiento de los recauc 

. · j el trns.lado de la demanda se hace a 01 

La ley agrega también q~ie_ ~los 
1
-,lazos de contestación sólo comenza ro 

· · · , cretarh entonces · · Ct'ín 

mm1steno o se ~. .60 del oficio por el organismo compet,, 

d ·de la efectiva recepcr . b ¿n te 

a cor~er es . . 1 llo de su mesa de entradas". Srn cm argo, el leglsJ• ' 

acreditada 1:1ed1anteé e /e o el órgano receptor debe remitir la~ piezas Pro _c1 . 

dor no preVJó en qu Paz 
C(!. 

sales al órgano competente. 

S. os con el análisis del trámite. A saber, ¿puede el fiscal apelar l· 

igam . d J 'l E t d a 

resolución del juez sobre la habilitac16n e proceso. .º en emos que sf y 

que los jueces de Cámara, en tal ~~?texto, debe~ expedirse sobre el cump¡¡. 

miento de los requisitos de adm1s10n _de la~ acc10?es. De modo que PUecte 

ocurrir razonablemente que el fiscal d1ctamme, el Juez resuelva y el tribuna¡ 

de Alzada confirme. 

Cabe preguntarnos si el Estado -poder ej~cutivo-, lu~go que el juez 

resolvió que la instancia está debidamente hab1htada, puede mtentar por ví· 

de las excepciones previas replantear el supuesto incumplimiento de lo: 
recaudos procesales -agotamiento de las vías administrativas y plazo d 

caducidad-. Creemos que sí porque el Estado, sin perjuicio de la comunica~ 

ción preliminar del proceso a la Procuración del Tesoro, no tuvo oportunidad 

procesal -antes de la notificación de la demanda- de expresar sus argu. 

mentas sobre este punto. Consecuentemente el juez debe revisar y en su caso 

revocar su decisión sobre la habilitación del proceso judicial. En tal caso no 

existe cosa juzgada sobre la habilitación del proceso, ni tampoco cabe inter­

pretar que la etapa procesal preduyó porque las disposiciones del Código 

deben interpretarse de modo que no vulneren en ningún caso el derecho de 

defensa de las partes. De todos modos es conveniente aclarar que en la prác­

tica los jueces sólo se expiden sobre la habilitación de la instancia luego del 

traslado y contestación de la demanda por el Estado. 

En síntesis, hemos dicho que una vez interpuesta la demanda correspon­

de llevar a cabo dos actos procesales, por un lado, remitir copia de la deman­

da y de la pr~eba documental a la Procuración del Tesoro de la Nación y, por 

el o~ro, dar VIsta al fisc~ para que é~~e dictamine respecto de la competencia 

del Juez y la procedencia de la acc1on40
• Luego, el juez debe expedirse sobre 

estas cuestiones41 • 

40 

Al respecto, el artículo 8º establece que "en todos los casos, promovida una acción con-

tra los organismos mencionados en el art 6 al · l · · · · 

.. á . · , cu qmera sea a Junsd1cc16n que corresponda se 

rerru~r dpor oficw ª la Procuración del Tesoro de la Nación copia de la demanda con tod~ la 

prue a ocumental acompañada y se procede , l'd ' 

que se expida acerca d I d . ra, cump 1 o este acto, a dar vista al fiscal, para 

41 
e ª proce encia Y competencia del tribunal" 

El art. 9 establece que "admitido el d 1 . · 

30 días o el mayor que d curso e ª acción, se correrá traslado por el plazo de 

correspon a para que se opo d 1 . 

dentro del plazo para contestar d ' d ngan to as as defensas y excepc1?n.es 

terio, Secretaría de Presidencia d e7~ ª·. ~l trasla~o se efectuará por oficio dirigido al Mm1s­

tificación se cursara a Ministe . e ; acmn ° entidad autárquica pertinente. Cuando la no­

rresponde, los plazos de contesnto ? , ec~letaría de la Presidencia diversa al que legalmente co-

fi . ac10n so o comenzarán d '6 d 1 

0 cio por el organismo compet t d' a correr esde la efectiva recepc1 n e 

en e, acre Hada mediante el sello de su mesa de entradas". 
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tro lado. la ley dice que este trámit (l 
por O • d e ey 25 344) 
.· o de los procesos e amparo y sumarísim . no es aplicable 

reW~c:1e recordar que el orden jurídico vigentos. Antes de avanzar, quizás 

on"1e d . . e prevé proces . dº . 
e . ríos y otros no or manos, entre éstos últ' os JU 1c1ales 
ord 111ª , · 1 irnos es posible m · 

eso sumans1mo, e amparo, las acciones de 1 . enc1onar: el 

P,~c10_: y los recursos directos. Los procesocs aradt_1vas _de certeza -suma-

mill , gul or manos suma , · 

d c1arativos estan re ados en el Código Procesal ' ns1mos Y 
e 1 . t xt ' en tanto el amparo está 

reglado en e propio e o constitucional y en la ley 16 986 P 'l . 
d. t t , · · • or u timo los 

recursos uec os es an previstos y regulados en las leyes e 'fi ' 
spec11cas. 

En general el proceso que se sigue contre el Estado n · al 1 · al 1 ac10n es e proceso 
ordinario, s vo os casos de excepción. 

Ah?:ª sí, luego d~ este p~éntesis, volvamos a los procesos de amparo y 

swnansunos que estan exclwdos expresamente del trámite de los artículos 8º, 

9º y 10 de la ley 25.344 antes estudiados. En el primer supuesto ello es claro y 

razonable toda vez que en el caso del amparo judicial no deben agotarse las 

vías administrativas. ¿Por qué? La ley 16.986-sumamente restrictiva del ca­

mino del amparo- dice que éste no procede cuando "existen recursos o re­

medios judiciales o administrativos que permitan obtener la protección del 

derecho o garantía constitucional de que se trata". A partir de este texto nor­

mativo es posible, quizás y con cierto esfuerzo, interpretar que el amparo sólo 

procede si previamente el interesado agotó las instancias administrativas. De 

todos modos este criterio hermenéutico es irrazonable e inconstitucional. 

Luego, la Constitución de 1994 incorporó el amparo, en el aspecto que es 

de interés en nuestro análisis, en los siguientes términos "siempre que no 

exista otro medio judicial más idóneo" y excluyó el siguiente texto "existen 

recursos O remedios .. . administrativos que permitan obtener la protección 

del derecho O garantía constitucional de que se trata". 

A , n el marco del amparo es irrelevante e innecesario el agotamiento 
s1, e . d 

d 1 · tandas administrativas por los prop10s caracteres e este proceso 
e as ms d . di 'al d , 1 

-instrumento rápido y expedito e acceso JU c1 -y a emas -e aramen-

te- por el nuevo texto constitucional. 

E l gundo supuesto, esto es el proceso sumarísimo, no debe cumplirse 
n e se l . d b . li , 

1 tranu, ·te descrito en la ley 25.344, pero e Juez e e constatar s1 se cump o 

con e al d d · 'ó d 1 · di ºal 
0 

no con los presupuestos proces es e a m1s1 n e proceso JU c1 . 

F'nalmente y a título de conclusión cabe señalar que la reforma in­

t od~cida establece la obligación del juez de verificar de oficio el cumpli­

~iento del agotamiento de las vías administrativas y el plazo de caduci­

dad42. Así, el artículo 31 último párrafo de la LPA dice que "los jueces no 

42 El art. 12 reza así: "Sustitúyense los artículos 30, 31 y 32 de la ley 19.549 por los siguientes: 

... artículo 31 ... los jueces no podrán dar curso a las demandas mencionadas en los artículos 23, 

24 y 30 sin comprobar de oficio en fonna previa el cumplimiento de los recaudos establecidos 

en esos artículos Y los plazos previstos en el artículo 25 y en el presente ... ". Por último, es opor­

tuno señalar que_e~ pre~epto trascripto también ha modificado sustancialmente el régimen 

del reclamo admm1strat1vo previo. 
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CJ·onadas en los artículos 23 24 y 3 I d ndas men . . ' O podrá n dar curso a as ema · vía el cumphmtento de los recauct 
sin comprobar de oficio ,en forrn~ ~relazas previstos en el artículo 25 y 08 

establecidos en esos art1 culos Y os P en 
el presente". 

... , , :, , necesario - según el régi~e~ j~rídico vigen. 
D1J1mos ya que cuando no ~s . . tei·poner la acción JUd1c1al en e] pl . d · · t t1v'1s 111 m azo te- agotar las vías a mirns ra e habilitada ]a instancia judicial43 

de caducidad, entonces debe tenerse por · 

. . . , . • · diciaJ comprende básicamente la co 
La hab1htac10n d~ l~ instancia JU ecaudos: 1- el agotamiento de la inst 111 -

p_robaci?~ del c_umphml1e_nto de ~~;i~n de la acción dentro del plazo de ca~~­crn admm1strat1va, y 2- a mterpo . 
cidad. Estudiémoslos por separado. 

III.3.1. El agotamiento de la vía adminiStiativa 

Las personas deben recurrir primero ante el ~ropi~ ej~cutivo Y, sólo lue. 
1 d • d. ·a1 Este trámite es conocido tecmcamente como el go, ante e po er JU 1c1 . 

agotamiento de las vías administrativas. 

¿Cuál es el fundamento de este instituto? Entre otros argumentos, se ha 
dicho que: 

a) es un privilegio estatal; 

b) constituye una etapa de conciliación entre las partes; . 

c) permite hacer cierto el control del órgano jerárquico superior sobre 
las decisiones del inferior, y 

d) constituye un trámite que permite mejorar la defensa del Estado ante 
un eventual proceso judicial44

• 

Por nuestro lado, creemos que es claramente un privilegio estatal y que, 
consecuentemente, debe interpretarse con alcance restrictivo. 

43 Pero ¿qué ocurre respecto de los actos del Estado cuyo objeto está regido por el derecho 
privado? ¿Es necesario, en tal caso, agotar las vías administrativas y, luego, recurrir judicial­
mente dentro del plazo de caducidad? Creemos que en tales casos, la administración prescin­
de de sus prerrogativas y se rige parcialmente por las normas comunes, es decir, el Estado se 
somete en parte a las normas jurídicas que regulan las relaciones entre particulares. Sin em­
bargo entendemos que se trata de actos administrativos y que consecuentemente -en prin­
cipi?• resultan de aplicación los presupuestos de admisión que se detallan en el prese~te 
capitulo para acudir antes los tribunales. Sin embargo, los actos estatales alcanzados parcial­
~en~e por el derecho privado se rigen por la LPA siempre que ello no limite derechos. En otro~ 
termmos, en el marco de los actos estatales regulados en parte por el derecho privado Y, e 
parte, por el derecho público, éste sólo vale en aquellos aspectos que amplíen el campo de los 
derechos Y sus garantías, y no cuando limiten este escenario. En conclusión, las personas no 
deben agotar las vías administrativas y no existe plazo de caducidad. 

44 CSJN, "Gasparri y Cía. SA. '; Fallos 314:725. 
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• o , a mm1str r· 

~¡te de caracter p~evio y necesario? La LPA a ivas y cumplir así con este 

tí blecen diversas vias según el ob1'eto d . y su decreto reglament . 

esta , 1 
d' e 1mpugn . , ano 

·vo preve os reme 10s con el prop , . . . . ac1on. Este bloque _ 

¡11aO • • • osito msistim d nor 

~r11bito admímstratlvo. ' os, e agotar las vías 

d~µ 
~ 

•Cuáles son esos remedios? Hemo 

P
/ruio anterior, pero quizás c~nvengas cont~stado este interrogante en el 

ca . repetir los co 

quernáticamente es el siguiente. nceptos. El cuadro es-

1. Históricamente es posible reconstruir d , . 

decisiones estatales -obviamente con m h os via~ de impugnación de las 
uc os matices- segu' n tr d 

cuestionar actos estatales o reclamar daños y . . . se ate e 

d l al 
, . pefJwc10s contra el Estado Así 

el mo e o proces clas1co prevé cauces específi 1 . , · ' 

planteas. Por un lado, las vías de anulación contra taºssaetn reil ac!~n con estos 

I , d 1 · • . . , c os egitimos y por el 

oaltro a Vld a_ e p ena_1~r~sd1cc10n con el objeto de reclamar la reparación esta­

t por anos y per1mc10s. 

. _P~ro, tr~s estos criterios encontramos otros. ¿Cuáles? El acceso al proceso 

Judicial. As1, en el marco de las vías de anulación, cuyo objeto es la invalidez del 

acto por violación del principio objetivo de legalidad, los recurrentes-titula­

res de intereses legítimos- sólo pueden reclamar ante la Administración y 

los efectos de la decisión son de alcance absoluto. Por el contrario, en el caso 

de las reparaciones pecuniarias -vías de plena jurisdicción-, las personas 

-titulares de derechos subjetivos- pueden reclamar también en el ámbito 

judicial y -a su vez- el efecto del decisorio es relativo. ¿Es posible trasladar 

este modelo y ubicarlo en el cuadro jurídico de nuestro país? Creemos que 

no. 

Pero, ¿por qué este modelo es irrazonable entre nosotros? Entendemos 

que, al menos, por dos razones. Primero, los objetos de ambas vías pueden 

cruzarse, por caso, cuando las personas impugnan actos ilegítimos y -a su 

vez- exigen reparación por los daños y perjuicios. Entonces ¿cuál de las dos 

vías debemos elegir? Segundo, el concepto de legitimación en nuestro orde­

namiento tiene matices y caracteres propios. 

Por eso, aún cuando por hipótesis aceptásemos que el legislador que 

dictó la LPA siguió el modelo propio del Derec~o Eu_rope~ ,º de otros dere­

chos, sólo es posible avanzar en ese proceso de 1dentificac1on en sus fo_rm~s 

-es decir el molde-, pero no en el fondo. Descartado, entonces, este entena 

sobre el origen del esquema de impugnación de las decisiones estatales en 

otros sistemas jurídicos, cabe volver decididamente sobre nuestro texto le­

gal. 

2. En este contexto -LPA- el principio es claramente, más allá de nues­

tr_o parecer, el agotamiento de las vías administrativas (artículo 30 LPA) me­

~iante el reclamo administrativo previo. Sin embargo, este trámite tiene va­

nas excepciones. Básicamente: 
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2.4. las vías de hecho (vt•r nrt fculo 2!'> 1 .PA, Inciso d) y, por lÍII irno, 

2.5. el silencio administrativo (ver art ículo 26 l .PA) '
1

"'-

Las primeras tres excepciones al principio del reclamo administrati 
previo están previstas en el propio texto del artículo 30 LPA, en tanto las otr~~~ 
dos surgen de la interpretación armónica de ese precepto con los otros artfcu. 
los de la ley. 

Otra cuestión sumamente importante es que en el supuesto de las vías de 
hecho, el silencio y las excepciones del artículo 32 LPA no es necesario agotar 
las vías administrativas. 

Sin einbargo, tratándose de las excepciones de los actos administrativos 
particulares o de alcance general, la ley nos conduce hacia otros modos de 
agotamiento. ¿Cuáles son esos otros caminos? En el caso de los actos de al­
cance particular: los recursos; en el supuesto de los actos de alcance general: 
el reclamo impropio del inciso a) del artículo 24 LPA. 

En este cuadro sólo falta quizás preguntarnos cuál es el alcance del prin­
cipio del artículo 30 LPA, luego de describir sus excepciones. Creemos que, tal 
como explicamos en el capítulo anterior, el reclamo administrativo previo 
sólo comprende las omisiones estatales. 

111.3.2. El plazo de caducidad 

Hemos dicho que el particular sólo puede acceder ante el juez si cumple 
con dos requisitos, esto es, el agotamiento de las vías administrativas y, luego, 
la presentación de la acción judicial dentro del plazo que prevé la ley-plazo 
de caducidad-. ¿Cuál es ese término? Dice el artículo 25 de la LPA que "la 
acción contra el Estado o sus entes autárquicos deberá deducirse dentro del 
plazo perentorio de noventa días hábiles judiciales". 

45 Respecto del hecho administrativo y el agotamiento de las instancias administrativas 
(~rtíc~o 25, inciso d y 32 LPA) nos remitimos al capítulo anterior en cuyo contexto hemos. dis­
tmgmdo entre el hecho contractual y extracontractual en relación con el plazo de caduc~d~d 
ant~ el reclamo por daños, no siendo necesario -en ningún caso- transitar por las vías adminis­
trativas. 

◄ 
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Jazo del artículo 25 LPA es un plaz d . 

¿El~ que, por un lado, el Código Civil e~t ~J caduc1dad o prescripción? 

5abe111~ciones, es decir que - más aJJá del d a ~ce plazos de prescripción 

de ¡as ~acer sus planteas judicialmente en u ere~ o de las p~rsonas- éstas 

debed~ seguridad jurídica. En tal sentido el L~bp az,v.o dseter_mmado porrazo-

1es , 1 "D l . . . ' ro , ecc16n IlI del Cód · 

i . ·1 cuyo utu o es e a adqms1c1ón y pérdid r d J d igo 

CJV1 l . ª e os erechos reales y 

onaJes por e transcurso del tiempo" establ , 

pers . , d 1 . ece en su Tltulo II ("De la 

prescripc10n ~ a~ ~cc10nes en particular" -artículos 4020 al 4041 CC-)' el 

plazo de pre~cnpcwn ?,e las accwnes. En particular, el artículo 4023 del Códi­

go dice que _toda ~~~ion personal por deuda exigible se prescribe por diez 

1~10s salvo d1spos1c10n especial" Claro que luego el p · d'fi d 

a , . , · - - rop10 co 1 1ca or 

establecIO otros tantos plazos especiales de prescripción de ciertas accio-

nes. 

Por su parte, en el derecho público, el legislador nacional reguló en cier­

tos casos el plazo de prescripción de las acciones, por ejemplo, en el ámbito 

de la expropiación y la repetición de los tributos. Sin embargo existe clara­

mente un vacío normativo que debe ser cubierto por extensión de las normas 

del derecho público ya citadas o por aplicación analógica del derecho civil 

-esto es, los mandatos de los artículos 4020 al 4041 CC-. 

Sin embargo, antes de avanzar surge un interrogante previo que es de 

interés en este punto de nuestro desarrollo argumental : ¿cuál es el sentido 

del plazo de prescripción en el ámbito del derecho público si las acciones 

contra el Estado deben iniciarse en el término de noventa días, según el 

artículo 25 LPA? En otros términos, ¿cuál es la relación entre el plazo de cadu­

cidad del artículo 25 LPAy el plazo de prescripción? Reforcemos este razona­

miento, ¿cuál es la razón de aplicar un plazo de prescripción de dos o diez 

años, si luego de transcurrido el término de noventa días el acto ya está firme 

y no es posible impugnarlo? En este contexto parece ser que el plazo de pres­

cripción es irrelevante en términos jurídicos. 

El interrogante debe resolverse en estos términos: el plazo de caducidad 

y su cumplimiento es el principio general mientras que el plazo de prescrip­

ción es sólo excepcional. Así, en el marco de las excepciones no corre el plazo 

de caducidad sino el de prescripción. Es decir, cuando no es necesario cum­

plir con el plazo de caducidad, entonces, nace el plazo de prescripción de las 

acciones. 

También cabe preguntarse si el plazo de caducidad es distinto del de 

prescripción en su esencia y más allá del término de cada uno de ellos. Cree­

mos que no existen diferencias sustanciales entre ambos institutos procesa­

les en el campo del derecho público porque los dos constituyen plazos que 

deben cumplirse para la iniciación de las acciones judiciales. 

Entonces, el plazo para iniciar las acciones judiciales contra el Estado 

debe regirse por la ley de procedimiento administrativo y su decreto regla­

mentario. Este bloque normativo contiene-entre otros capítulos- el régi-
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'60 l e cst ' . . 'Vil 
nwn de suspensión o fn terrup~• , pn cnso" de cxcrpción. Pero, ¿con qu J 
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d·Iplazodeprescripc n. ja e recorct 
sobre suspensión e interrupct n , elcJs institutos. Por un lado, en el caso dar 

• · 1· · · •c11t rec~ w sc. · • · . . e 
que rl Cúd1~n t 1s t1ngut 1 , JJ'l í 'l la prescnpc1ón no sólo el tiún-. 

... 1 ~ .. , JrO\'l'C )..1 ' L ~,upe, 
~uspl'nsión de los Pazos c1 1 . , 11 sino también el tiempo anterior 

·ó d , 1,-1. suspensro , en 
posterior a la ces~c.~ n e ' · · ue su efecto es '' inutilizar ... el tiempo por el 
que ella se produJO , de modo q I upuesto de interrupción "queda co 
cual ella ha durado". Por el otro, en e s d'd ,,46 rno 

.6 le ha prece 1 o .. · 
no sucedida la poses, n que ' 

¿Cuáles son básicamente y entre otras las causales d~ s~s~ens~ón que 
prevé el Código Civil? Dos casos: primero, cuando por razon e as c:lificuJta-

d 
. .b.l 'd d de hecho O maniobras dolosas del deudor, se hubiere 

es, 1mpos1 1 1 a . , l • 
impedido temporalmente el ejercicio de una ac~IOn, _en cuyo caso os Jueces 
están autorizados a liberar al acreedor o al propietano ?e las c?nsecuencias 
de la prescripción cumplida durante el impedimento, si despues de su ~esa­
ción el acreedor o propietario hubiese hecho valer sus derech?~ ~m el terrn1. 
no de tres meses4i . Segundo, cuando la víctima de un acto ibclto hubiere 
deducido querella criminal contra los responsable_s, del _h~cho, en cuyo caso 
se suspende el término de prescripción de la acc10n civil, aunque en sede 
penal no hubiere pedido el resarcimiento por los daños. A su vez, el Código 
agrega que en tal caso debe cesar la suspensión por terminación del proceso 
penal o desistimiento de la querella. 

Por otro lado, ¿cuáles son las causales de interrupción que prevé el Códi­
go Civil?Veamos. La prescripción se interrumpe por demanda judicial, aun­
que sea interpuesta ante juez incompetente, fuere defectuosa o el demandan­
te no haya tenido capacidad legal para presentarse en juicio. A su vez, en este 
caso, la interrupción se tendrá por no sucedida, si el demandante desiste de 
ella, si ha tenido lugar la deserción de la instancia o si el demandado es 
absuelto definitivamente48

• 

En segundo término, recordemos en qué casos el plazo de caducidad debe 
interrumpirse o suspenderse según las normas propias del derecho público. 

46 Ver artículos 3983 y 3998 del Código Civil. 
. 

47 A ~u vez, el artículo 3980 CC agrega que "si el acreedor no hubiere deducido la demanda 
mte~ruptiva_ de la prescripción por maniobras dolosas del deudor, tendientes a postergar 
aquella, los Jueces podrán aplicar lo dispuesto en este artículo". 
. . ~ª.Cabe agr~gar_ ~ambién como nota relevante que el Código Civil dispone que "siendo 
mdiV1sible la obhgacion, o el objeto de la prescripción la interrupción de e'sta hecha por uno 
solo de 1 · t d ' ' 
bl 

os m eresa os, aprovecha Y puede oponerse a los otros." A su vez, el legislador esta-
ece, entre otros conceptos que "I · · , 1. 

1 
. . , , a prescnpc1on 1beratoria se suspende por una sola vez, 

por a const1tuc1on en mora d I d d r ' · , , t d . r e eu or, e1ectuada en forma auténtica. Esta suspenswn solo 
en ra e1ecto durante un año O el , . . . , de la . , ,, , menor termmo que pudiere corresponder a la prescnpcwn 

Civil. accion. (articulo 3986, segundo párrafo). Ver artículos 3984 a 3998 inclusive del Código 
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cursosact 1 . 
,V o de los p a7.0 S, aunque hubiere ,, m nistrauv ' 

rá el c~rs f orina les insu st a ncialcs o fueren ~<lo rnal ca I ificados°~ ~n terru rnpi­
def ecto\ error excusahlc" (art ículo 1 º . r~. educidos an te 6n,; a f~l.ezcan de 
tente po ' 111 c.:1Ho e, apartado 7). nano inc.:ompc-

r,or su parte, el decreto reglamentur·i " , 
r d . . o estahlecc 

·cular un recurso a m1rnstrativo la part . que "~¡ a los e~c 
aru • s d á ' e interesad· 

1

Ctos de 
de 1as actuac1one ' que ar suspendido el pi· , , a necesitare tomar . 
ma a lo estipulado en el párrafo an terior se s::J para recurrir ... En iguat;~~~ 
en el artículo 25 de la ley de procedimient , dpe~d_erán los plazos previ5t 

os a min,str t· " os ª ivos (artículo 76) 

En el caso de los recursos optativo . · 
d s su mterposició 

ley- suspen e pero no interrumpe el lazo d , n - según el texto de la 
los 99 y 100 del decreto reglamentario) p t el articulo 25 de la LPA (artícu-

practicadas con intervención de órgadoºc~~anto oc~rre con.las "actuaciones 

caso los plazos legales y reglamenta . d bpetente · Es decir, en este último 
· 1 • nos e en suspender .. . ¡ · 

relativos a a prescnpción" (artículo 1 º . . se, me us1ve los 
, mc1s0 e, apartado 9). 

Finalmente, debemos tener present 1 nados esto es los artículos 1 º . . e que en os otros casos antes mencio-
' ' '-mc1s0 e, apartado 7- de la ley y 76 99 100 

del decreto reglamentario el régimen de su . 6 . . , ' Y 
d té . 1· , spens1 no mterrupc1on no com-

p_ren e en rmmos iterales el plazo de prescripción de las acciones sino 
simplemente el plazo del artículo 25 LPA-plazo de caducidad-. ' 

Ex?u~sto el cuadro normativo vigente y ubicados en el campo del dere­
cho publico cabe hacerse entonces dos preguntas sustanciales: 

(A) ¿las causales de suspensión e interrupción de los plazos son aquellas 
de la LPA y su decreto reglamentario o las del Código Civil? En otros 
términos, ¿cabe aplicar las causales y el régimen de suspensión e in­

terrupción del Código Civil a los plazos de caducidad que prevé el 
artículo 25 de la LPA y otras leyes especiales del derecho público? y. 

por otro lado, 

(B) . debemos distinguir entre suspensión e interrupción o, por el contra­
~io, en el marco del derecho público estamos ante un mismo instituto? 

Contestemos estos interrogantes por separado: 

(A) Creemos que no debemo~ a~licar las ~ausales ~e .susp~n_sión o inte­
. , n de los plazos de prescnpc1ón propios del Cod1go C1v1l porque el 

rrupcio 'fi d l d h 'bl' d l ' l régimen propio y espec1 1co e erec o pu 1co esp aza a aque. 

De todos modos, es importante señalar y agregar que la interposición de 

1 demanda judicial contra el Estado interrumpe los plazos - salvo, obvia­
:iente, que el plazo ya esté cumplido- por aplicación supletoria del Código 
Civil. cualquier otro camino interpretativo trae consigo un resultado ilógico 
y absurdo. Por ejemplo, cuando el particular interpuso las acciones judiciales 
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1 lª F'CJ r-,nra interponer los recursos 
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Jcro no agotó la5 vfas adrnm1~tr,1t V• • <l" <JllC en ta l caso el interesado debe 
. · , Pt>II .S l'lll I · ., 

redamos debe mtcrn1111p1rM. . trnn i, itorlo y uego ,r nuevamente a I· 
. 1 ¡11 ¡.,1ra1 1vo, c1 

volver sobre el cnr rnno ne lll 
vfa judicial. . 

111 ._. ,. 11 ,.¡ ¡Járrafo antenor, subsiste• 1 1 • t •rroga .. .., "' · e 
Sin Jler1·ukio de ro ntl'SIM e 111 e ¡uc el che ap licarse el plazo de Prr. 

11 . ~ (" ISO~ en < . . JS-
sim •ien{(' plantro, ;y 11 a4ue 0· ' >caducidad- , dehemos aplicar 1~ 

r.,~ . · ·ó d, 1·1 L PA - Y 111 • ' d ' (" ·1 a 1¡ cripción .por d1spos1c1 n e '- , . , de la LPA, el Cu 1go .,1v1 o arnh< 
· · terrupcwn ><, 

causales de suspensión e 111 

regímenes? 
, licarse la LPA porque el modelo báóico e<, 

Entendemos que solo debe ~~o re lamentario, de modo que las di~po<,¡ . 
justamente el de la ~p~ Y s~ decie_ 

1 
g mente carácter supletorio. Por ejern . 

ciones del Código CIVIi _reVIsten s_u;1P de los plazos por interposición de la~ 
pJo en relación con la mterrupcwn e 
demandas judiciales. 

. . doren el marco de la LPA y su decreto regla-
(B) Por otro lado, si ,1e~sla . . .6 textualmente entre suspensión e 

mentarlo ---derecho publico- diSttnglll 1 d ¡· 
. . , , t, dose de dos conceptos c aramente e mea-
mterrupc1ón -y mas aun tra an . 1 • il' , 
dos en el derecho civil- no es razonable presumir O conc mr que ut izo de 

modo indistinto estos institutos procesales. 

H d. h l ri·nci·p1·0 es el plazo de caducidad y estudiamos tarn-
emos 1c o que e P . , d , s· 

b. , á1 l estos de suspensión e interrupc10n e este. m embar-1en cu es son os supu . 
go en ciertos casos -excepción- no rige ~l plazo de caducidad y-entonces-
surge el plazo de prescripción de las accwnes. 

Pues bien, en este contexto es importante recordar en qué casos no rige el 

plazo de caducidad de la acción. 

En primer lugar, cuando la ley -LPA- prevé expresamente excepciones 
respecto del plazo de caducidad. Así, el artículo 32 LPA no exige el agotamiento 
de las vías administrativas ni tampoco el cumplimiento del plazo de caduci­
dad. Pero, ¿qué ocurre cuando el particular interpone el reclamo previo y éste no 
es obligatorio? ¿En tal caso, corre o no el plazo de caducidad? Entendemos que 
no porque la ley es clara en el sentido de que no es necesario agotar las vías 
administrativas y, consecuentemente, cumplir con el plazo de caducidad. 

Otro ejemplo: el plazo de caducidad no corre en el supuesto de silencio 
de la Administración. El texto del artículo 26 de la LPA dice que "la demanda 
podrá iniciarse en cualquier momento cuando el acto adquiera carácter defi­
nitivo por haber transcurrido los plazos previstos en el artículo 10 y sin per­
juicio de lo que corresponda en materia de prescripción". 

Una ~clar~ción importante: el plazo de caducidad no debe aplicarse en 
caso de sdenc10 en los recursos administrativos. Este postulado es claramen­
te razonable toda vez que el particular -en el caso de silencio del Estado y, 
consecuentemente, rechazo tácito de su pretensión- no sabe de modo feha-
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. cuál es el comienzo del plazo de caducidad I) ' .· 
cicntcr.o expreso ya que aquí las personas conocen. de1~tmto es_el cas~ del 
rech~ cuando debe contarse el plazo de cauucidad. Esta v;~do ~la_r? Y cierto 
d_e~~ cotnicnza a derntmburs~, lumcntablcmente, con la sanció~ ~:~1 ;nc?~rno­
v1b . qué? Porque la ley, segun una interpretación liter· I f .. ~ ey_b.344. ·P01 d . . . · .· . . a , Y as es seguida por t ciios opern 01 es sm p e1 Jutc10 de su rechazo absol t . 111U 1 • , • .. u o I es pecto del texto 
de la ley, exige que, aun en el caso de silencio en el marco d I l . d . . . · 1 · . . d . . e recamo a m1 -'strauvo pi ev10, e tnte.resa o deba mterponer la acc'1ón. ct· . 1 l 1 111 · . háb'J . . . · · · · . JU 1c1a en e pazo 
de noven_ta dí~s ' es 1ud1c1ales .. A~í, el plazo de caducidad corre aún en 
caso de s1lenc10 en el reclamo admm1.strativo previo. 

Creemos conv~~ien~e transcribir ese párrafo de Ja ley con el propósito de 
avanzar en su anáhs1s e mtentar otro camino interpretativo según los princi­
pios general_es. ~I artículo 3 l de la I ,PA, mod.ificado por la ley 25.344, dice que 
''el pronunc1am1ento acerca del reclamo deberá efectuarse dentro de los no­
venta días de formulado. Vencido ese plazo, el interesado requerirá pronto 
despacho y si transcurrieren otros cuarenta y cinco días, podrá aquél iniciar la 
demanda, la que deberá ser interpuesta en los plazos perentorios y bajo los 
efectos previstos en el artículo 25, sin perjuicio de lo que fuere pertinente en 
materia de prescripción". De tal modo, una vez presentado el pronto despa­
cho y transcurrido el término de cuarenta y cinco días, el interesado debe 
comenzar a contar el plazo de caducidad de noventa días hábiles judiciales 
con el objeto de iniciar la acción judicial antes de su vencimiento. Quizás es 
importante recordar también que la ley, antes de la reforma introducida por 
la ley 25.344, no preveía plazo alguno -en el marco del reclamo administra­
tivo previo- para iniciar las acciones judiciales contra el Estado. En cambio, 
luego de la reforma, la ley incorporó el plazo de caducidad. 

De todas maneras, es posible interpretar el reclamo del artículo 30 de la 
LPA, en conjunción con el artículo 26 LPA, en los siguientes términos: en caso 
de rechazo expreso, el plazo de caducidad es de 90 días hábiles judiciales; 
mientras que si el rechazo es tácito, entonc~s, el pl~zo es_ el de prescripción. 
Este camino interpretativo logra salvar las mcons1stencias del nuevo texto 
legal, es decir que en ca~o ?e silencio el ~lazo de extinción de las acciones 
judiciales es el de prescnpc1ón y no caducidad. 

Cierto es que en otros supuestos, el legislador no requiere el agotamien­
to de las vías en sede administrativa, pero sí exige el cumplimiento del plazo 
de caducidad, por ejemplo las vías de hecho (artículo 25 LPA) y el acto admi­
nistrativo dictado por el órgano superior. 

Volvamos sobre el plazo de caducidad y en particular intentemos contes­
tar el siguiente interrogante, ¿cómo debemos computar el plazo? ¿Cuál es el 
punto de partida, es decir, el inicio del plazo? Veamos los diferentes casos. 

a) En el marco_de los actos administrativos de alcance particular: el pla­
zo de caducidad debe contarse desde la notificación del acto que ago­
tó las vías administrativas; 



. . . dministrativos de alcance general: el Plaz 
b) en el caso de los dact·ods" a ue se no tificó el acto de rechazo del reclani o 

debe computarse es e q . o 
contra el acto de alca nce general, 

d t. . , dni inistrativos de alcance general cuestionado 
e) tratándose e ac os a . . 'ó J l . s 

d' d ctos individuales de apJ1cac1 n: e p azo comienza a 
por me io e .. ª. d l d1'a siguiente al de la notificación del acto q, u 
contarse a pa1 tlr e e 
agotó las vías administra tivas; 

d) en el caso de las vías de hecho: el P!azo se co~puta desde que el 

comportamiento fue conocido por el mteresado, 

e) en el marco de las omisiones: el término debe computars~ desde el 

día posterior al de la notificación del rechazo expres? º'. segun el crite­

rio literal de la ley, desde el día siguiente al del vencimie~to del plazo 

para resolver, es decir, noventa días, pronto despacho, mas cuarenta y 

cinco días y, por último, 

f) cuando el particular impugna un acto administrativo ilegítimo y, lue­

go, una vez finalizado el proceso judicial, resuelve reclamar la repara­

ción por los daños y perjuicios: ¿cuál es el plazo de caducidad para 

iniciar la acción judicial de indemnización por los daños y perjuicios? 

No existe plazo, sin perjuicio claro del plazo de prescripción. 

Cabe agregar que en caso de silencio en cualquiera de los apartados a), b) 

y c) del párrafo anterior, no corre el plazo de caducidad sino sólo de prescrip­

ción. En el supuesto que prevé el punto e) -silencio estatal en el marco del 

reclamo- creemos que tampoco corre el plazo de caducidad, sin embargo el 

texto de la ley sigue otro camino. 

La ley agrega que en el caso de los recursos judiciales directos -es decir, 

las acciones que deben plantearse directamente ante la Cámara de Apelacio­

nes y no ante el juez de primera instancia-, el plazo es de treinta días hábiles 

judiciales -y no noventa días- contados "desde la notificación de la resolu­

ción definitiva que agote las instancias administrativas". 

Por último, cabe recordar que las leyes especiales establecen muchas 

veces plazos especiales de caducidad, vale citar simplemente como ejemplo: 

1. la ley marco de regulación del empleo público nacional, cuyo artícu­

lo 40 dispone que "el recurso judicial directo deberá interponerse 

ante el Tribunal dentro de los noventa días de notificada la sanción"; 

2. la ley sobre el régimen de la energía eléctrica que en su artículo 81 

establece que "las sanciones aplicadas por el ente podrán impugnarse 

ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Adminis­

trativo Federal mediante un recurso directo a interponerse dentro de 

los treinta días hábiles judiciales posteriores a su notificación" Y, por 
su parte, 
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la ley m_ar~o ~e regulación del gas dice que "las - . . -

3· leza junsd1cc10nal del ente seráil apel bl , dec,s,onrs de naturn-

1 • 1 
a es ,mte 1rJ CAn"'" N , 

de Ape ac10nes en o Contencioso Adminí ~ . ' #c.1 ,am ac,ona/ 

tal Federal. El recurso deberá imerpo · srrfiatwo Fede>rn_/ de la Cn p/-

d 1 
. nerse undado a 1 I , 

ente dentro e os qumce días de norifi d 1 · 
. n r e m,s,no 

ica n a reso/ur,ón ''. 

una cuestión relevante a debatir es si el plazo d d . 

al 
~ a1l ~ d ~,: . _ e ca uc,dad es o no cons-

orucion -mas a e su ana.us1s nonnatjvo y el criterio judicial- . 

Creemos que el plazo que prevé la LPA y las normas especiales no es 

razonable y consecu~ntemente. debe ser rachado de inconstitucional. As( el 

legislador debe ampliar los plazos por varias razones: ' 

a) el régimen vigente impone pesadas resuicciones en el acceso de las 

pers?~as al_ poder judicial porque exige el agotamiento de las vfas 

admlllstrativas en plazos breves y con graves consecuencias en caso 

de incumplimiento, esto es, la pérdida del derecho de recurrir y ejer-

cer su defensa; 
· 

b) el plazo de caducidad es excesiva.mente corro y. por tíWrno, 

e) la desigualdad entre las parres es evidente, excesiva y 

desproporcionada porque las personas deben impugnar -como ya 

sabemos- en el término de noventa días hábiles. mientras que el 

Estado puede, en principio. revocar o iniciar las acciones del caso sin 

plazos de caducidad -sin perjuicio de los plazos de prescripción-4
,q. 

Sin embargo, es importante aclarar que este no es el criterio de la Corte 

quien reconoció expresamente la constitucionalidad del plazo de caducidad 

en el precedente "Serra". Allí, el tribunal sostuvo que "los plazos de caducidad 

previstos para la habilitación de la instancia contencioso administrativa ... 

constituyen una prerrogativa propia de la Administración Pública, para que, 

en virtud de los postulados del Estado de Derecho-entre los que se encuen­

tran la justiciabilidad del Estado y la división de poderes- ella pueda estar 

en juicio ... ". 

Los jueces agregaron más adelante "que ese especial tratamiento que el 

ordenamiento confiere a la Administración Pública, consecuencia, a su vez, 

del denominado régimen exorbitante del derecho privado (Fallos 308:731) 

que impera en la relación iusadministrativa, da sustento a la institución de 

los plazos de caducidad, cuya brevedad -acorde, claro está, con la 

razonabilidad- se justifica por la necesidad de dar seguridad y estabilidad a 

los actos administrativos, buscando siempre que esos dos extremos prece-

49 El artículo 27 de la LPA dice que ó•no habrá plazos para accionar en los casos en que el 

Estado o sus entes autárquicos fueren actores, sin perjuicio de lo qur corresponda en materia 

de prescripción". Ver el excelenre trabajo de GIL DOMJNGUEZ, ANoRts, 1l1teh-l judicial efectiva 

.Hv agotamiento de la vía administrativa, Derecho Consrirucional Administrativo edilOrial Ad 

oc. 2007. 

' -



• · ta tal y garantías en particular- e 
dentemente senalados - prerrogativa es . ,, r. n-

. . · ·t c10nal ·'º. cuentren su armónico eqwhbno conSU u 

·t rio adverso, cierto es que el plazo d 
En síntesis y más allá de nuestro en e · d t't • al e 

h · do declara o cons 1 uc10n po 1 caducidad está previsto legalmente Y a si · r a 
Corte. 

Ill.4. Las medidas cautelares 

Entre el inicio del proceso judicial Y la resolución del _conflicto llevado 
por las partes ante el juez, transcurre neces~~i~me?te un_ tiempo du_ra~te el 
cual las pretensiones pueden tornarse de dificil o imposibl~ cumphm1ento 
por distintas circunstancias. De modo que aún cu~ndo e~ Juez finalmente 
reconozca el planteo del recurrente, éste puede ser imposible de cumplir. 

Con el objeto de evitar este escenario sin valor~ absur_do, el ordenamien­
to procesal reconoce a los jueces el poder y, al mismo tiempo, el deber de 
proteger con carácter preventivo los derechos bajo debate. Ese poder es ejer­
cido por medio del instituto de las medidas previas o también llamadas 

s1 E t, . cautelares que sólo procede por pedido de las partes . n otros ermmos, las 
medidas cautelares permiten preservar el objeto del proceso Y su cumpli­
miento. Es que, en caso contrario, el objeto puede tornarse ilusorio. 

Así, el derecho de protección cautelar, esto es, la garantía de realización 
del decisorio judicial y el carácter útil de éste, constituye un derecho instru­
mental que se desprende del derecho de defensa y tutela judicial en términos 
ciertos y reales52

• Es decir, el derecho de defensa -acceso y tutela judicial­
debe completarse con el derecho instrumental de lograr protección eficaz y 
esto sólo es plausible por medio de medidas de protección previas dictadas 
en el marco del proceso. Mas aún, el proceso cautelar tiene un sentido funda­
mental en los procesos contencioso administrativos puesto que permite lo­
grar el equilibrio entre las prerrogativas del Estado, es decir el denominado 
régimen exorbitante -en el caso particular el carácter ejecutorio de sus ac­
tos- y las garantías y derechos de las personas53• 

50 
CSJN, "Serra, Feranando y otro el Municipalidad de Buenos Aires", sent. del 26 de octu­

bre de 1993; y CSJN, "Gypobras'; Fallos 318:441. 

•• _
51 

CHIN~HILIA MARIN, CARMEN, La tutela cautelar en la nueva justicia administrativa, 
C1v1t1s, Madnd, p. 57. 

• _
52 

El derecho a una tutela judicial efectiva se encuentra vigente en nuestro ordenamiento 
Jurídico por su recepción expresa -entre otros- en el Pacto de San José de Costa Rica (artículo 
8) Y. ~l Pacto de Derechos Civiles Y Políticos de New York (artículo 2) que integran el derecho 
pos1t1vo de acuerdo al artículo 75 inciso 22 CN 

53 CASSAGNE J C · ' . . L S 
1 

' UAN ARLOS, Las medidas cautelares en el contencioso administrativo, La 
ey, up emento de Actualidad del 28-03-01, p. 2. En efecto la medida cautelar constituye 

una garantía que prese t d bl ' . 
fi al . d 

1 
n ª un ° e aspecto, por un lado, preserva la eficacia de la resolución 

n eVItan o a desaparició d 1 d' . . 
1 t l . n e os me 10s necesarios para la e1· ecución de la sentencia y, por 

e o ro, tute a la mtegridad d 1 d h d 
obtener a t é d 1 fal . ~ . erec O cuyo reconocimiento o restablecimiento se preten e 

rav s e lo Jud1c1al. 
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